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que la calificación no puede ser una actuación abierta durante toda la
vigencia del asiento de presentación (en el sentido de que pueda o deba
ser revisada en función de los documentos que se vayan presentando pos-
teriormente), sino que ha de ser una actuación global y unitaria y referida,
además, a la situación registral existente a la fecha de presentación del
documento a calificar, pues, es esta fecha, a todos los efectos legales, la
de la inscripción que, en su caso, se practique (cfr. artículos 17, 24 y
25 de la Ley Hipotecaria); y aunque esta doctrina ha sido en ocasiones
modalizada en función de la conveniencia de tomar en consideración títulos
presentados posteriormente y relativos a una misma finca, a fin de lograr
un mayor acierto en la calificación y evitar la práctica de asientos inútiles,
tales moralizaciones no pueden llevar (como ocurre en el caso debatido)
al extremo de desvirtuar totalmente aquella regla temporal, rechazando
el despacho del título anterior, so pretexto de la posterior presentación
de un documento que parece evidenciar su eventual ineficacia, pues ello,
sobre desvirtuar totalmente el propio principio de prioridad que rige en
el desenvolvimiento de nuestro sistema registral, menoscabaría la segu-
ridad jurídica y provocaría al presentante una verdadera indefensión (pién-
sese el supuesto en que el posterior asiento que determinase la suspensión
se practicará el último día de vigencia del asiento provocado por el título
calificado).

3. A las consideraciones expuestas ha de añadirse, que la sola pre-
sentación posterior del auto declaratorio de la quiebra, recaído con ante-
rioridad al auto de aprobación del remate calificado, en modo alguno supo-
ne reconocimiento de la ineficacia de éste; de conformidad con lo previsto
en los artículos 1.374, 1.186 y 175 y siguientes de la Ley de Enjuiciamiento
Civil, la declaración de quiebra no implica la automática acumulación
de las ejecuciones pendientes al juicio universal, sino que presupone una
serie de actuaciones coordinadas entre el Juzgado que decreta la quiebra
y aquel ante el que se sigue la ejecución a acumular, de modo que ni
es previsible que el Juez de la ejecución dicte auto de aprobación del
remate después de recibir del Juez que declara la quiebra del ejecutado,
la comunicación prevista en el artículo 1.186-4 de la Ley de Enjuiciamiento
Civil (cfr. artículo 184 de la Ley de Enjuiciamiento Civil), ni es seguro
la procedencia de la acumulación, entre otras razones, porque puede haber
ocurrido que la ejecución individual hubiera concluido con anterioridad
a la reclamación prevista en el citado artículo 1.186-4 de la Ley de Enjui-
ciamiento Civil (cfr. 1.379 en relación al 1.173 y 1.533 de la Ley de Enjui-
ciamiento Civil). En consecuencia, la limitación de los medios de cali-
ficación con que cuenta el Registrador cuando de documentos judiciales
se trata (cfr. artículos 118 de la Ley Hipotecaria y 100 del Reglamento
Hipotecario), impide a aquél desconocer la eficacia de un auto de adju-
dicación recaído en procedimiento adecuado, seguido contra el titular regis-
tral, so pretexto de una eventual ineficacia intrínseca derivada del eventual
desconocimiento de una petición de acumulación cursada oportunamente
por el Juez de quiebra (petición que pudo no producirse o, en caso afir-
mativo, no determinar la efectiva acumulación); tal defecto de haberse
producido, deberá ser hecho valer por los respectivos interesados, en el
cauce procesal adecuado (cfr. artículos 238 y 210 de la Ley Orgánica del
Poder Judicial).

4. Tampoco la retroacción de la quiebra declarada, a una fecha ante-
rior al inicio del juicio de menor cuantía seguido, es argumento relevante;
a parte de otras consideraciones sobre la eficacia automática y definitiva
de esa fecha frente a quienes no han sido parte en su determinación (cfr.
artículo 1.024 del Código de Comercio de 1829, en relación con el artículo
24 de la Constitución Española), es lo cierto que la nulidad de los actos
realizados en el período de retroacción se contrae a los actos de disposición
y administración que haya realizado el propio quebrado (cfr. artículo 878
del Código de Comercio vigente), de modo que no puede alcanzar ni a
la sentencia condenatoria dictada (cfr. artículos 163 y 165 de la Ley de
Enjuiciamiento Civil, 1.187 en relación al 1.003-2.o y 3.o de la misma Ley),
ni a la realización forzosa de los bienes del condenado, llevada a cabo
por el Juez en ejecución de aquélla.

5. Respecto a la segunda cuestión que plantea el auto apelado, esto
es la declaración de procedencia de la inscripción pretendida con efectos
desde el 29 de diciembre de 1994, la limitada vigencia del asiento de
presentación (cfr. artículos 17 y 19-2 de la Ley Hipotecaria y 436 del Regla-
mento Hipotecario); y el carácter automático, «ope legis», de la caducidad
de los asientos registrales, de modo que caducado un asiento de presen-
tación, el título relativo a la misma finca presentado posteriormente gana
rango preferente (cfr. artículo 17 de la Ley Hipotecaria), estando su res-
pectivo asiento de presentación —y la prioridad que le corresponde— bajo
la salvaguardia de los Tribunales (cfr. artículos 1 y 40 de la Ley Hipotecaria),
impiden que por este cauce del recurso gubernativo pueda anticiparse
la fecha de una inscripción más allá de la del respectivo asiento de pre-
sentación vigente del título que lo motive.

Esta Dirección General ha acordado desestimar parcialmente el recurso
interpuesto y confirmar el auto apelado en cuanto al defecto segundo
de la nota de calificación de 10 de marzo de 1995 —único que había sido
impugnado—, pero se revoca dicho auto en cuanto declara la inscribilidad
del documento calificado con la prioridad de un asiento de presentación
que había caducado al tiempo de la interposición del presente recurso.

Madrid, 7 de enero de 1999.—El Director general, Luis María Cabello
de los Cobos y Mancha.

Excmo. Sr. Presidente del Tribunal Superior de Justicia de Asturias.
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3307 RESOLUCIÓN de 21 de diciembre de 1998, de la Dirección
General del Catastro, por la que se da publicidad al Con-
venio celebrado entre la Dirección General del Catastro
y el Ayuntamiento de Úbeda.

Habiéndose suscrito entre la Dirección General del Catastro y el Ayun-
tamiento de Úbeda un Convenio de colaboración en materia de Gestión
Catastral, procede la publicación en el «Boletín Oficial del Estado» de dicho
Convenio, que figura como anexo de esta Resolución.

Lo que se hace público a los efectos oportunos.

Madrid, 21 de diciembre de 1998. El Director general, Jesús Salvador
Miranda Hita.

ANEXO

Convenio entre la Secretaría de Estado de Hacienda (Dirección General
del Catastro) y el Ayuntamiento de Úbeda, de colaboración en materia

de Gestión Catastral

Reunidos en la ciudad de Jaén, a 21 de diciembre de 1998.

De una parte: Don Jesús Salvador Miranda Hita, Director general del
Catastro, en ejercicio de las competencias que tiene delegadas por Reso-
lución de la Secretaría de Estado de Hacienda de 14 de junio de 1996
(«Boletín Oficial del Estado» número 148, de 19 de junio).

De otra parte: Don Juan Pizarro Navarrete, Alcalde-Presidente del Ayun-
tamiento de Úbeda, en uso de las facultades que le confiere el artícu-
lo 21 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen
Local («Boletín Oficial del Estado» número 80, de 3 de abril).

EXPONEN

Primero.—La Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del
Régimen Local, establece en el artículo 7 que las competencias de las
Entidades Locales son propias o atribuidas por delegación, previendo el
artículo 27 que la Administración del Estado podrá delegar en los Ayun-
tamientos el ejercicio de competencias en materias que afecten a sus inte-
reses propios, siempre que con ello se mejore la eficacia de la gestión
pública y se alcance una mayor participación ciudadana.

Segundo.—La Ley 39/1988, de 28 de diciembre, reguladora de las Hacien-
das Locales, en su artículo 78.1 y disposición adicional cuarta, 2, establece
que la formación, conservación, renovación y revisión del Catastro son
competencia del Estado y se ejercerán por la Dirección General del Catas-
tro, directamente o a través de los Convenios de colaboración que se cele-
bren con las Entidades Locales.

Por su parte, el Real Decreto 1884/1996, de 2 de agosto, por el que
se desarrolla la estructura orgánica del Ministerio de Economía y Hacienda
establece que la Dirección General del Catastro ejercerá las funciones rela-
tivas a la formación, conservación, revisión y demás actuaciones inherentes
a los catastros inmobiliarios.

Tercero.—El Real Decreto 1390/1990, de 2 de noviembre, sobre cola-
boración de las Administraciones Públicas en materia de gestión catastral
y tributaria e inspección catastral, desarrolla, entre otras cuestiones, la
colaboración en la gestión del Catastro entre la Administración del Estado
y las Entidades Locales, fijando el marco al que deben sujetarse los Con-
venios que, sobre esta materia, se suscriban, así como el régimen jurídico
específico de los mismos.
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Cuarto.—El Real Decreto 1448/1989, de 1 de diciembre, por el que se
desarrolla el artículo 77 de la Ley 39/1988, reguladora de las Haciendas
Locales, delimita los diversos supuestos de alteraciones catastrales de
orden físico, jurídico y económico, concernientes a los bienes inmuebles,
de naturaleza rústica y urbana.

Quinto.—El Ayuntamiento de Úbeda, en fecha 15 de mayo de 1997,
solicitó a través de la Gerencia Territorial de Jaén, a la Dirección General
del Catastro, la formalización del presente Convenio de colaboración.

Sexto.—El Consejo Territorial de la Propiedad Inmobiliaria de Jaén,
en sesión celebrada el 26 de marzo de 1998, informó favorablemente la
suscripción del presente Convenio, en virtud de lo establecido en el artícu-
lo 7 del Real Decreto 1390/1990, de 2 de noviembre.

Séptimo.—El Ayuntamiento, en sesión plenaria, de fecha 27 de noviem-
bre de 1997, acordó la aceptación de las funciones que son objeto de
delegación en este Convenio, a tenor de lo dispuesto en el artículo 27.3
de la Ley 7/1985, de 2 de abril.

Octavo.—La Comunidad Autónoma de Andalucía ha informado favo-
rablemente la delegación de funciones a que se refiere el presente Convenio,
conforme a lo prevenido en el artículo 27.3 de la Ley 7/1985, de 2 de
abril.

Noveno.—La Junta de Contratación del Ministerio de Economía y
Hacienda, en sesión celebrada el 10 de junio de 1998, informó favora-
blemente la suscripción del presente Convenio, en virtud de lo establecido
en la Orden de 30 de mayo de 1997.

En consecuencia, las Administraciones intervinientes proceden a la
formalización del presente Convenio, de acuerdo con las siguientes

CLÁUSULAS

Primera. Objeto del Convenio.—Es objeto del presente Convenio la
colaboración entre la Dirección General del Catastro, a través de la Geren-
cia Territorial del Catastro de Jaén (en adelante Gerencia Territorial),
y el Ayuntamiento de Úbeda para el ejercicio de las funciones de gestión
catastral cuyo contenido y régimen jurídico figuran especificados en las
cláusulas siguientes, sin perjuicio de la titularidad de las competencias
que, en la materia objeto del Convenio, corresponden a la Dirección General
del Catastro.

Segunda. Tramitación de los expedientes de transmisiones de domi-
nio (901).—Se delegan las funciones de tramitación y aprobación de los
expedientes de alteraciones catastrales de orden jurídico —transmisiones
de dominio— que se formalicen en el modelo 901, aprobado por Resolución
de la Dirección General del Catastro, de fecha 11 de mayo de 1990, o
en el modelo que se pudiera establecer en su sustitución por dicha Dirección
General.

Dicha delegación comprenderá las siguientes actuaciones:

a) Recepción de la documentación y asistencia al contribuyente en
la cumplimentación de las declaraciones de alteraciones catastrales con-
cernientes a bienes inmuebles de naturaleza urbana (modelo 901), así como
la verificación del abono de la Tasa por Inscripción Catastral.

Esta verificación consistirá en la comprobación de la existencia del
justificante de pago de la misma (modelo 750), de conformidad con lo
establecido en el artículo 33, apartado nueve, a), de la Ley 13/1996, de
30 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social.

b) Formalización de los requerimientos a que hubiere lugar para el
cumplimiento de las funciones delegadas, incluyendo la exigencia del mode-
lo 750. Los requerimientos no atendidos deberán ser remitidos a la Gerencia
Territorial de forma individualizada.

c) Rectificación de errores materiales que el Ayuntamiento pudiera
acordar en el ejercicio de las facultades delegadas.

d) Adopción de los acuerdos de cambio de titular catastral que se
produzcan con ocasión de la tramitación de los citados expedientes.

e) Notificación a los interesados de los acuerdos de cambio de titu-
laridad adoptados.

f) Resolución de los recursos de reposición que se interpongan contra
los actos dictados por el Ayuntamiento en el ejercicio de las competencias
delegadas.

g) Remisión a la Gerencia Territorial de las modificaciones de los
datos jurídicos a través de la cinta VARPAD, en un plazo máximo de
tres meses.

El Ayuntamiento remitirá a la Gerencia Territorial, con una periodi-
cidad trimestral y en soporte magnético, toda la información relativa a
las transmisiones de dominio por él tramitadas, a los efectos de su incor-
poración a la base de datos catastral. A tal efecto entregará las cintas
VARPAD, comprensivas de las modificaciones de datos jurídicos realizadas
al amparo de las competencias delegadas, según formato establecido por
Resolución de 29 de junio de 1998 («Boletín Oficial del Estado» número 164,

de 10 de julio), de la Dirección General del Catastro, por la que se aprueba
la forma de remisión y la estructura, contenido y formato informático
de determinados ficheros de intercambio de información catastral con
otras Administraciones Públicas, o en el formato que se pudiera establecer
en su sustitución.

En todo caso, la Gerencia Territorial emitirá el Padrón a que se refiere
el artículo 77.1 de la Ley reguladora de las Haciendas Locales, que será
el único documento válido para la gestión anual del Impuesto sobre Bienes
Inmuebles.

h) Recepción de todo tipo de alegaciones, solicitudes, reclamaciones
y su traslado a la Gerencia Territorial.

i) Actuaciones de información y asistencia al contribuyente en rela-
ción con las materias referidas en los apartados anteriores.

La delegación contenida en la presente cláusula tendrá el siguiente
alcance:

a) Será en todo caso de aplicación, la normativa contenida en la Ley
reguladora de las Haciendas Locales, la Ley General Tributaria y demás
disposiciones complementarias, especialmente el Real Decreto 1448/1989,
de 1 de diciembre. Ello no obstante, la tramitación de las actuaciones
objeto de delegación, se llevará a cabo conforme a las normas orgánicas
y procedimentales propias del Ayuntamiento.

b) Los actos dictados por la entidad local en el ejercicio de las com-
petencias delegadas, incluso la resolución de los recursos de reposición
que hubieran podido interponerse, serán recurribles en vía económico-
administrativa, debiendo así indicarse expresamente a los interesados en
cuantos actos y resoluciones se realicen al amparo del presente Convenio
por la Entidad Local delegada.

c) Para la tramitación de las alteraciones de orden jurídico —trans-
misiones de dominio—, el Ayuntamiento instalará en sus oficinas los medios
necesarios y, en particular, los equipos informáticos que posibiliten el
desempeño de dicha función.

d) En ningún caso, se entenderán comprendidos en la delegación obje-
to del presente Convenio, los actos encaminados a la fijación, revisión
o modificación de los valores catastrales, en los términos previstos en
la Ley reguladora de las Haciendas Locales.

Tampoco se considerarán incluidas en la delegación la tramitación del
resto de alteraciones catastrales comprendidas en el Real Decre-
to 1448/1989, de 1 de diciembre.

e) El Ayuntamiento en ningún momento podrá delegar, a su vez, en
otra entidad las funciones que le han sido delegadas en virtud del presente
Convenio.

Tercera. Tramitación de los expedientes de alteraciones de orden
físico y económico (902).—En régimen de prestación de servicios regulado
en el artículo 8 del Real Decreto 1390/1990, de 2 de noviembre, se enco-
mienda al Ayuntamiento las funciones de tramitación de los expedientes
de alteraciones de orden físico y económico que se formalicen en los mode-
los 902 y 902 S, aprobados por Resolución de la Dirección General del
Catastro, de fecha 18 de diciembre de 1995, o en los modelos que se
pudieran establecer en su sustitución por dicha Dirección General.

Dicha colaboración comprenderá las siguientes actuaciones:

a) Recepción de la documentación y asistencia al contribuyente en
la cumplimentación de las declaraciones de alteraciones catastrales con-
cernientes a bienes inmuebles de naturaleza urbana (modelo 902) y traslado
a la Gerencia Territorial, así como la verificación del abono de la Tasa
por Inscripción Catastral. Esta verificación consistirá en la comprobación
de la existencia del justificante de pago de la misma (modelo 750).

b) Formalización de los requerimientos a que hubiere lugar para el
cumplimiento de las funciones pactadas en el presente Convenio, inclu-
yendo la exigencia del modelo 750. Los requerimientos no atendidos debe-
rán ser remitidos a la Gerencia Territorial de forma individualizada.

c) Realización de trabajos de campo necesarios para la comprobación
de los datos físicos, jurídicos o económicos de los bienes inmuebles decla-
rados (comprobación de superficies, linderos, etc.).

d) Elaboración de croquis de las diferentes plantas en forma pre-
ferentemente digital en el formato informático que establezca la Dirección
General del Catastro y plano de situación catastral de la finca, utilizando
para ello la ficha de datos gráficos modelo CU-1.

e) Entrega de la información de los datos físicos, económicos y jurí-
dicos necesarios para que la Gerencia Territorial pueda efectuar la valo-
ración y alta en la base de datos catastral, en los soportes y formato
informáticos establecidos por la Dirección General del Catastro (FIN).

f) Notificación a los interesados de los acuerdos de fijación de los
valores catastrales y demás alteraciones adoptados por la Gerencia Terri-
torial, que deberá asumir permanentemente el control de todo el proceso
que comporta dicha notificación.
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g) Las actuaciones de información y asistencia al contribuyente en
relación con las anteriores materias.

Cuarta. Actuaciones de notificación de los valores catastrales.—El
Ayuntamiento se compromete por el presente Convenio, siempre que ello
sea requerido por la Dirección General del Catastro, a la realización de
la notificación individual de los valores catastrales derivados de los pro-
cesos de revisión o modificación que pudieran realizarse en dicho muni-
cipio, en los términos establecidos en el artículo 70.4 de la Ley 39/1988,
de 28 de diciembre, reguladora de las Haciendas Locales.

Esta colaboración podrá contener, alternativamente:
1.o Abono por el Ayuntamiento de la totalidad del coste de la entrega

de las notificaciones.
2.o Las siguientes actuaciones, que se desarrollarán en régimen de

prestación de servicios:
a) El Ayuntamiento realizará las citadas notificaciones en los impre-

sos que a tal fin sean facilitados y cumplimentados con los datos catastrales
y valores resultantes de la revisión catastral por la Gerencia Territorial,
con medios propios o contratando estos trabajos con empresas de servicio
especializadas.

b) Las notificaciones se realizarán en el domicilio del interesado por
cualquier medio que permita tener constancia de su realización. Los noti-
ficadores, debidamente acreditados, deberán levantar acta de su actuación
recogiendo los hechos acaecidos durante la misma.

c) En los supuestos en los que no sea posible entregar a los interesados
la notificación individual de valores catastrales, habiéndose intentado en
tiempo y forma, el Ayuntamiento remitirá a la Gerencia Territorial con
la antelación suficiente dichas notificaciones, junto con las actas en las
que se recojan los hechos acaecidos y relación de todos los titulares catas-
trales que no hayan podido ser notificados, para que la Gerencia Territorial
pueda publicar el edicto correspondiente.

d) La Gerencia Territorial asumirá, en todo momento, la dirección
y el control de todo el proceso de notificación, ritmos semanales y demás
elementos esenciales relativos a la distribución.

Quinta. Actuaciones de atención al público en el proceso de revisión
de valores catastrales.—El Ayuntamiento se compromete por el presente
Convenio, siempre que ello sea requerido por la Dirección General del
Catastro, a la cesión temporal de sus propios locales que determine la
Comisión de Seguimiento prevista en la cláusula novena de este documento,
con la finalidad de llevar a cabo la atención al público como consecuencia
de la revisión o modificación de valores catastrales que pudieran realizarse
en dicho municipio.

Asimismo, el Ayuntamiento pondrá a disposición de la Gerencia Terri-
torial personal de dicho Ayuntamiento que coadyuve en las tareas concretas
de atención al público.

Dicha colaboración se desarrollará en régimen de prestación de ser-
vicios, bajo la dirección del personal de la Gerencia Territorial responsable
del funcionamiento de la oficina de atención al público.

Sexta. Actuaciones de colaboración para el mantenimiento de la
base de datos del catastro.—Para actuaciones de mantenimiento e ins-
pección catastral específicas previamente programadas por la Dirección
General del Catastro y siempre a requerimiento de la misma, a través
de la Gerencia Territorial el Ayuntamiento se compromete a realizar, en
régimen de prestación de servicios, las actuaciones de información sobre
la identificación y características físicas de los bienes inmuebles de que
se trate, con indicación de la ubicación y los titulares catastrales de los
mismos, así como la remisión de las licencias de primera ocupación o
cualquier otro documento expedido por el Ayuntamiento en orden a cer-
tificar el final de las obras.

En ningún caso, el Ayuntamiento requerirá directamente a los inte-
resados la información anteriormente indicada, alegando una actuación
de inspección en colaboración con el Catastro.

La Comisión de Seguimiento determinará para estas actuaciones las
medidas concretas en cuanto a los formatos y plazos de entrega de la
documentación e información a facilitar por el Ayuntamiento.

Séptima. Actuaciones de procedimento:
a) El Ayuntamiento se atendrá, en el ejercicio de las funciones con-

venidas en el Convenio, a las normas técnicas que, en su caso, pudiera
impartir la Dirección General del Catastro.

b) La Gerencia Territorial remitirá al Ayuntamiento con la periodi-
cidad que determine la Comisión de Seguimiento, establecida en la cláusula
novena, todas las declaraciones correspondientes a alteraciones catastrales
objeto del Convenio.

c) El Ayuntamiento remitirá a la Gerencia Territorial todas las decla-
raciones o documentos que se refieran a otros tipos de alteraciones no
contemplados en el objeto del presente Convenio y que se presenten en
sus oficinas.

d) La Comisión de Seguimiento dará previamente su conformidad
a los impresos que el Ayuntamiento utilice en las resoluciones, reque-
rimientos o notificaciones relativos a las funciones pactadas en este docu-
mento, si bien deberá hacerse referencia expresa al Convenio en virtud
del cual se ejercen las indicadas funciones.

e) Tanto el Ayuntamiento como la Dirección General del Catastro
adoptarán cuantas medidas estimen oportunas, encaminadas a poner en
conocimiento del público el contenido del presente Convenio, evitando,
en todo caso, duplicidad de actuaciones o trámites innecesarios.

f) En relación con las materias objeto del presente Convenio, la Direc-
ción General del Catastro y el Ayuntamiento estarán recíprocamente obli-
gados a admitir y remitir al órgano competente cuantas actuaciones y
documentos presenten los administrados.

g) El Ayuntamiento remitirá a la Gerencia Territorial los expedientes
resueltos con la documentación utilizada en el ejercicio de las funciones
del presente Convenio con una periodicidad trimestral conjuntamente con
la cinta VARPAD, debiendo remitir, asimismo, los justificantes del pago
de la Tasa por Inscripción Catastral. La Comisión de Seguimiento del Con-
venio, por medio de sus miembros o de los funcionarios de dicha Gerencia
Territorial que se designen, tendrá acceso en cualquier momento a la citada
documentación para el correcto ejercicio de las facultades de control que
tiene encomendadas.

Octava. Régimen jurídico:

a) El presente Convenio se suscribe al amparo de lo establecido en
el artículo 78.1 y en la disposición adicional cuarta, 2, de la Ley reguladora
de las Haciendas Locales, así como en los artículos 6 y siguientes del
Real Decreto 1390/1990, de 2 de noviembre, sobre colaboración de las
Administraciones Públicas en materia de gestión catastral y tributaria e
inspección catastral.

b) El presente Convenio celebrado, asimismo, al amparo de lo dis-
puesto en el artículo 3.1 c) de la Ley 13/1995, de 18 de mayo, de Contratos
de las Administraciones Públicas, tiene naturaleza jurídico-administrativa,
rigiéndose, en todo lo no dispuesto en él, por los principios derivados
de aquella Ley, para resolver las dudas y lagunas que puedan plantearse,
así como las demás disposiciones que resulten de aplicación.

Sin perjuicio de lo prevenido en la cláusula novena de este Convenio,
para resolver los litigios que pudieran surgir sobre su interpretación, cum-
plimiento, extinción, resolución y efectos serán competentes los Tribunales
del orden jurisdiccional contencioso-administrativo.

c) La realización de las funciones objeto del Convenio no implica
la transferencia de medios materiales y personales, ni comportará con-
traprestación económica alguna por parte de la Dirección General del
Catastro al Ayuntamiento. En consecuencia, al carecer el objeto de este
Convenio de contenido económico del que derive gasto, no resulta de apli-
cación lo prevenido en el artículo 74.4 del texto refundido de la Ley General
Presupuestaria, aprobado por Real Decreto Legislativo 1091/1988, de 23
de septiembre, en la redacción dada al mismo por el artículo 1 de la
Ley 11/1996, de 27 de diciembre, de Medidas de Disciplina Presupuestaria.

d) Sin perjuicio de las facultades de organización de sus propios ser-
vicios, el Ayuntamiento deberá ejercer dichas funciones con estricto cum-
plimiento de los extremos expuestos en este documento.

e) La Dirección General del Catastro revocará la delegación contenida
en el presente Convenio cuando el Ayuntamiento incumpla las directrices
o instrucciones que se le impartan, cuando deniegue la información que
se le pueda solicitar o cuando no atienda a los requerimientos que, en
su caso, se le pudieran hacer para subsanar las deficiencias advertidas
en el ejercicio de las facultades delegadas.

f) La Dirección General del Catastro podrá avocar para sí las funciones
delegadas en el presente Convenio, para la resolución de expedientes con-
cretos, cuando circunstancias de índole técnica, económica, social, jurídica
o territorial lo hagan conveniente, de conformidad con lo señalado en
el artículo 14.1 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común.

g) El Convenio se extinguirá, previo requerimiento de la Dirección
General del Catastro, cuando el Ayuntamiento incumpla los compromisos
asumidos en el mismo. En este supuesto, el Ayuntamiento se abstendrá
de continuar realizando las funciones de colaboración, remitiendo a la
mayor urgencia los expedientes que tenga en su poder a la Gerencia Terri-
torial. Dicho proceso será controlado en todo momento por la Comisión
de Seguimiento en orden a garantizar la continuidad en la prestación del
servicio.

h) La Dirección General del Catastro podrá repetir contra el Ayun-
tamiento en el caso de que dicha Administración sea declarada responsable
de algún perjuicio ocasionado con motivo de la función ejercida por aquél,
en virtud de lo pactado en el presente Convenio.
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Novena. Comisión del Seguimiento.—Se constituirá una Comisión de
Seguimiento que, formada por tres miembros de cada parte, será presidida
por el Gerente Territorial y que, con independencia de las funciones con-
cretas que le asignen las demás cláusulas de este Convenio, velará por
el cumplimiento de las obligaciones de ambas partes y adoptará cuantas
medidas y especificaciones técnicas sean precisas en orden a garantizar
que las obligaciones asumidas se ejerzan de forma coordinada y sin per-
juicio para la prestación del servicio.

La Comisión de Seguimiento deberá constituirse formalmente en un
plazo máximo de un mes desde la formalización del presente Convenio.
Dicha Comisión celebrará cuantas sesiones ordinarias y extraordinarias
sean necesarias para el cumplimiento de sus fines, previa convocatoria
al efecto de su Presidente, de propia iniciativa o teniendo en cuenta las
peticiones de los demás miembros. En todo caso, la Comisión de Segui-
miento se reunirá al menos una vez cada tres meses, a fin de verificar
y comprobar el resultado de las obligaciones contraídas, estableciendo
las directrices e instrucciones que considere oportunas.

Esta Comisión ajustará su actuación a las disposiciones contenidas
en el capítulo II del título II de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común.

Décima. Entrada en vigor y plazo de vigencia.—El presente Convenio
entrará en vigor el día de su firma, extendiéndose su vigencia inicial hasta
el 31 de diciembre de 1999 y prorrogándose tácitamente por sucesivos
períodos anuales, mientras no sea denunciado.

Los expedientes que, a la entrada en vigor del presente Convenio, se
encuentren en tramitación, serán resueltos por la Gerencia Territorial.

La denuncia del mismo por alguna de las partes deberá realizarse con
una antelación mínima de un mes antes de finalizar el período de vigencia,
todo ello sin perjuicio de las facultades de revocación de la delegación
expuestas en la cláusula octava de este Convenio.

Cláusula adicional.—Con carácter complementario a las obligaciones
establecidas en el presente Convenio, el Ayuntamiento se compromete
a entregar a la Gerencia Territorial, a efectos estadísticos, los datos resul-
tantes de la gestión tributaria del Impuesto sobre Bienes Inmuebles corres-
pondientes a su término municipal.

Y en prueba de conformidad, suscriben el presente Convenio, en dupli-
cado ejemplar, en el lugar y fecha anteriormente indicados.—El Director
general del Catastro, Jesús Salvador Miranda Hita.—El Alcalde-Presidente
del Ayuntamiento de Úbeda, Juan Pizarro Navarrete.

3308 RESOLUCIÓN de 20 de enero de 1999, del Departamento
de Recaudación de la Agencia Estatal de Administración
Tributaria, por la que se delegan en el Subdirector general
de Procedimientos especiales de dicho Departamento com-
petencias en materia de compensación de deudas y de pago
mediante bienes del Patrimonio Histórico Español.

La necesidad de dotar de mayor eficacia y agilidad la tramitación y
resolución de las compensaciones de deudas a favor de la Hacienda Pública,
gestionadas por la Agencia Estado de Administración Tributaria, con cré-
ditos tributarios y no tributarios reconocidos a favor del deudor, la tra-
mitación y resolución del procedimiento para la deducción de deudas de
determinados entes públicos y las solicitudes de pago de dichas deudas
con bienes integrantes del Patrimonio Histórico Español, así como el carác-
ter eminentemente técnico de la problemática que plantean, aconsejan
delegar las competencias que el Reglamento General de Recaudación; la
Orden de 10 de diciembre de 1998, por la que se desarrollan determinados
artículos del Reglamento General de Recaudación sobre competencias de
los órganos de recaudación de la Agencia Estatal de Administración Tri-
butaria, y la disposición adicional vigésima sexta de la Ley 50/1998, de
30 de diciembre, de Medidas Fiscales Administrativas y del Orden Social,
atribuyen en estas materias al Director del Departamento de Recaudación
de la Agencia Estatal de Administración Tributaria.

Así, de conformidad con lo establecido en el artículo 13 de la Ley
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, dispongo:

Primero.—Se delegan en el Subdirector general de Procedimientos Espe-
ciales del Departamento de Recaudación las competencias que en materia
de compensación de deudas con la Hacienda Pública, los artículos 63 a
68 del Reglamento General de Recaudación y el apartado quinto de la
Orden de 10 de diciembre de 1998, atribuyen al Director de dicho Depar-
tamento.

Segundo.—También se delega en el Subdirector general de Procedimien-
tos Especiales la competencia que, en el procedimiento de deducción de

deudas de determinado entes públicos, la disposición adicional vigésima
sexta de la Ley 50/1998, de 30 de diciembre, atribuye al Director del Depar-
tamento de Recaudación.

Tercero.—Asimismo, se delegan en el Subdirector general de Procedi-
mientos Especiales las competencias que, en materia de pago de deudas
a la Hacienda Pública mediante la entrega de bienes integrantes del Patri-
monio Histórico Español, atribuye al Director del Departamento de Recau-
dación de la Agencia Estatal de Administración Tributaria el artículo 29
del Reglamento General de Recaudación.

Cuarto.—La delegación se entiende sin perjuicio de que el órgano dele-
gante pueda recabar el conocimiento y resolución de cuantos asuntos con-
sidere oportunos.

Quinto.—El ejercicio de competencias delegadas en virtud de la presente
Resolución se ajustará a lo dispuesto en la Ley de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

Sexto.—Los acuerdos que se adopten en virtud de lo dispuesto en esta
Resolución deberán indicar expresamente que son adoptados por dele-
gación.

Séptimo.—La presente resolución entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 20 de enero de 1999.—El Director del Departamento, Juan Becei-
ro Mosquera.

3309 RESOLUCIÓN de 28 de enero de 1999, de la Dirección Gene-
ral del Tesoro y Política Financiera, por la que se hacen
públicos los resultados de la segunda subasta del año 1999
de Letras del Tesoro a seis meses, correspondiente a la
emisión de fecha 29 de enero de 1999.

El apartado 5.8.3.b) de la Orden de 26 de enero de 1998, de aplicación
a la Deuda del Estado que se emita durante 1998 y enero de 1999, establece
la preceptiva publicación en el «Boletín Oficial del Estado» de los resultados
de las subastas mediante Resolución de esta Dirección General.

Convocadas las subastas del presente mes de enero de Letras del Tesoro
a seis meses por Resolución de la Dirección General del Tesoro y Política
Financiera de 23 de diciembre de 1998, y una vez resuelta la convocada
para el pasado día 27 de enero, es necesario hacer público su resultado.

En consecuencia, esta Dirección General del Tesoro y Política Finan-
ciera hace público:

1. Fechas de emisión y de amortización de las Letras del Tesoro que
se emiten:

Fecha de emisión: 29 de enero de 1999.
Fecha de amortización: 30 de julio de 1999.

2. Importes nominales solicitados y adjudicados:

Importe nominal solicitado: 1.484,9 millones de euros.
Importe nominal adjudicado: 304,9 millones de euros.

3. Precios y tipos efectivos de interés:

Precio mínimo aceptado: 98,575 por 100.
Precio medio ponderado redondeado: 98,595 por 100.
Tipo de interés efectivo correspondiente al precio mínimo: 2,859

por 100.
Tipo de interés efectivo correspondiente al precio medio ponderado

redondeado: 2,818 por 100.

4. Precios a pagar para las peticiones aceptadas:

Precio de adjudicación
—

Porcentaje

Precio ofrecido
—

Porcentaje

Importe nominal
—

Millones

98,575 12,000 98,575
98,580 168,400 98,580
98,585 30,000 98,585
98,590 5,500 98,590

98,595 y superiores 89,000 98,595

5. Segunda vuelta: No se han presentado peticiones a la segunda vuelta
de esta subasta.

Madrid, 28 de enero de 1999.—El Director general, Jaime Caruana
Lacorte.


